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Resumen:

La investigación analiza la inuencia política en la distribución de transferencias corrientes del nivel central a los municipios 
durante la primera ola de la pandemia. A partir de un análisis de datos de panel y efectos jos, podemos identicar un sesgo 
electoral en la distribución de recursos. Municipios donde el alcalde y el presidente son del mismo partido político, recibieron 
en promedio un 61 %más de transferencias, siendo mayor en la medida en que aumenta el margen de victoria. La distribución 
de recursos durante la pandemia siguió criterios estratégicos para favorecer los intereses del gobierno nacional, lo cual deja en 
evidencia la importancia de fortalecer el sistema de nanciamiento municipal y, especícamente, los recursos que el gobierno central 
puede transferir discrecionalmente, introduciendo criterios transparentes que contribuyan a disminuir las brechas de desigualdad 
territorial. En este sentido, la recomendación es utilizar transferencias basadas en fórmulas con indicadores estadísticos relacionados 
con los objetivos de la transferencia. Los indicadores no deberían ser susceptibles de ser manipulados y deberían ser fácilmente 
vericables. Las fórmulas deberían mantenerse por varios años y estar sujetas a revisión y adaptación, preferiblemente a partir de 
un análisis de sus impactos sobre los objetivos de las transferencias.
Palabras clave: sesgo político, transferencias intergubernamentales, gobernanza multinivel, COVID-19, Chile.

Abstract:

is research analyzes the political inuence on the distribution of current transfers from the central level to municipalities during 
the rst wave of the pandemic. From a panel data and xed effects analysis, we are able to identify an electoral bias in the distribution 
of resources. Municipalities where the mayor and the president are from the same political party, received on average 61% more 
transfers, being higher as the margin of victory increases. e distribution of resources during the pandemic followed strategic 
criteria to favor the interests of the national government, which highlights the importance of strengthening the municipal nancing 
system and, specically, the resources that the central government can transfer discretionally, introducing transparent criteria that 
contribute to reduce territorial inequality gaps. In this sense, the recommendation is to use transfers based on formulas with 
statistical indicators related to the objectives of the transfer. e indicators should not be susceptible to manipulation and should 
be easily veriable. e formulas should be maintained for several years and be subject to review and adaptation, preferably based 
on an analysis of their impact on the objectives of the transfers.
Keywords: political bias, intergovernmental transfers, multilevel governance, COVID-19, Chile.

Introducción

La distribución de transferencias intergubernamentales es una de las cuestiones cruciales de las políticas
de desarrollo local. Existe un amplio respaldo en torno a la contribución de estas transferencias a reducir
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las desigualdades territoriales y estimular el crecimiento (Bird y Smart, 2002). En líneas generales, las
explicaciones en torno a los factores que inciden en su asignación, se sitúan a medio camino entre la
ideología del gobierno (Alesina, 1989) y las consideraciones técnicas derivadas de los estándares de decisión
burocráticos. Sin embargo, en los últimos años la literatura académica sobre política distributiva ha sugerido
la importancia de motivos electoralistas en la asignación de los recursos, por encima incluso de factores
ideológicos o cuestiones técnicas (Albertus, 2017). La hipótesis subyacente es que los políticos están
motivados por el deseo de conservar el poder y, en consecuencia, las autoridades asignan determinados bienes
a grupos especícos en momentos particulares del ciclo electoral (Golden y Min, 2013). Estas prácticas
son elementos constitutivos del juego distributivo en democracia, ya que, por un lado, los políticos buscan
mantenerse en el poder, y por otro, los beneciados disfrutan de los favores, a expensas de las ineciencias que
supone para el conjunto de la sociedad.

En este trabajo se analiza la inuencia política en el reparto de las transferencias corrientes desde el
gobierno central a las comunas chilenas, se analizan estas transferencias por dos motivos. En primer lugar,
los municipios son altamente dependientes de esta modalidad de ingresos. En Chile las transferencias desde
el nivel central a los municipios representan el 51,1 %, mientras que la media entre países OCDE es 38
% (OCDE, 2019). En segundo lugar, la gestión de la emergencia es altamente centralizada, por lo que los
municipios generalmente participan en la fase de recuperación a través de nanciamiento adicional que
proviene del nivel central (Valdivieso y Anderson, 2017). En el caso de la pandemia, la gestión de la emergencia
ha estado concentrada en el Ministerio de Salud (Resolución 591 exenta, de 24 de julio de 2020).

En este contexto, el trabajo analiza la gestión de la emergencia sanitaria en un país altamente centralizado,
con lo cual los resultados tienen implicancias tanto en el debate acerca de la eciencia de la descentralización
en América Latina, como en las consecuencias de la pandemia en la gestión y nanzas municipales, lo cual
deriva en el objetivo de construir comunidades más resilientes frente a desastres y emergencias (OCDE,
2020). En particular, nuestra investigación alberga tres objetivos: primero, estudiar si la asignación durante
la pandemia ha beneciado a los municipios que estuvieron bajo cuarentena y de menores recursos; segundo,
determinar si hubo sesgo partidista en la distribución de transferencias; y tercero, si existió algún criterio
estratégico en el sesgo partidista.

En los últimos años han proliferado los análisis que dan cuenta de la existencia de sesgo en la distribución de
los recursos hacia los municipios (Cioffi et al., 2012; Corvalán et al., 2018; Veiga y Veiga, 2007). De acuerdo
a estos trabajos, los gobernantes manipulan las variables scales con el objetivo de obtener ventajas electorales
en la siguiente elección. Sin embargo, existe menos evidencia del uso de recursos con nes electorales durante
la gestión de una emergencia (Acuña-Duarte y Salazar, 2021; Klomp, 2020). Es probable que, bajo una
emergencia sanitaria, maquinarias partidistas busquen extender aún más su control sobre los diferentes
territorios. En efecto, en condiciones de emergencia, hay mayor margen para manipular los recursos.

Para probar estos objetivos, consideramos las transferencias corrientes de la Subsecretaría de Desarrollo
Regional (SUBDERE) a las comunas durante los meses de marzo a septiembre del 2020. Esta es una categoría
de gasto adecuada para analizar por varias razones. Por una parte, se trata de un bien público que es excluible
territorialmente, es decir, se puede usar para beneciar a una(s) comunidad(es) y excluir a otra(s). “Esto
permite a los políticos seleccionar jurisdicciones para proporcionar benecios basados en criterios políticos,
como, por ejemplo, la aliación partidista de los funcionarios locales” (Diaz-Cayeros et al., 2016, p. 7). Por
otra parte, se trata de un fondo para apoyar la descentralización, lo que nos ayuda a entender qué intereses
persigue el organismo asignador en la distribución espacial de los bienes colectivos.

Mientras las transferencias corrientes constituyen la variable dependiente, la información electoral es
nuestra principal variable independiente. Tomamos los resultados municipales para estimar si los alcaldes del
mismo partido del presidente son beneciados sistemáticamente, y para entender si la inuencia política sigue
una lógica top-down o bottom-up. La estrategia de identicación se basa en datos de panel con efectos jos
por mes y a nivel municipal.
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Nuestro trabajo presenta dos principales contribuciones a la literatura. Primero, nos servimos de una serie
de seis meses para la primera ola de contagios para los 345 municipios del país. El tiempo seleccionado
obedece a la primera ola de contagios, periodo en el cual no existía vacuna contra el COVID-19 y las
principales medidas para reducir la expansión del virus eran las cuarentenas y las restricciones de movilidad.
En segundo lugar, mostramos cómo la distribución de la transferencia de gasto corriente durante la gestión de
la emergencia se utilizó para beneciar a las comunas donde el alcalde y el presidente son del mismo partido
político. Adicionalmente, se identica que, a menor margen de victoria, mayores fueron las transferencias, lo
cual indicaría un comportamiento estratégico por parte del gobierno central en la distribución de recursos
públicos. Este último resultado permite sostener que, pese a tratarse de un fondo descentralizado, se dio una
interacción top-down entre los intereses del gobierno central y de los alcaldes.

El resto del trabajo sigue de la siguiente manera. A continuación, realizamos un repaso a la literatura
académica sobre política distributiva. Posteriormente, presentamos los datos y la metodología en la que se
basa el análisis empírico, mientras en la cuarta sección se detallan los resultados. El artículo naliza recogiendo
las principales conclusiones y una discusión sobre las implicaciones para la política pública y los mecanismos
para limitar el margen de arbitrariedad en el reparto de los recursos.

Revisión de la literatura

Política distributiva

En el régimen de relaciones intergubernamentales existen mecanismos institucionales a través de los cuales el
sistema político transere recursos con el objetivo de reducir la brecha de desigualdad socio-territorial entre
los territorios. Este es un enfoque abordado por los análisis de Oates (Ruíz-Porras y García-Vázquez; 2014).
Por lo general, estos mecanismos de transferencia, teniendo distintos grados de formalidad, condicionalidad,
composición y criterios, están relativamente institucionalizados, dejando escaso margen de discrecionalidad
a la autoridad gubernamental.

Pero existen otros recursos en manos del ejecutivo nacional que pueden ser distribuidos de manera
discrecional. Existe una decantada perspectiva de análisis en relación al uso de los recursos gubernamentales y
la búsqueda de mejores resultados electorales. Esta perspectiva puede poner foco en las elecciones legislativas
(en este caso, el objetivo es que la asignación de más recursos en los distritos impacte positivamente en la futura
composición del poder legislativo) o en los niveles subnacionales (municipios, distritos, regiones, provincias,
estados) con el propósito de mejorar las opciones de reelección de la autoridad en ejercicio. En esta dimensión
existen dos grandes modelos para explicar la distribución de recursos discrecionales. Por un lado, se encuentra
el modelo partidista, en el que el objetivo es lograr mayoría en el poder legislativo, el cual a su vez puede tener
dos lógicas: más recursos en aquellos distritos en los que hay más votantes dispuestos a cambiar su preferencia
a favor del gobierno, o más transferencia en los territorios en donde el partido o coalición gobernante tiene
más votos. Por otro lado, está el modelo no partidista en donde la asignación de fondos discrecionales está
guiada por los intereses del legislador territorial.

En términos generales, la literatura denomina política distributiva (distributive politics) cuando autoridades
públicas coneren benecios geográcamente concentrados para nes políticos, mientras que los costos de
ineciencia en la recaudación y asignación se extienden entre todos los votantes (Weingast et al., 1981). Esta
forma de asignación no implica corrupción por parte de los gobernantes, pero tiene importantes costos para la
eciencia, la equidad y la calidad democrática. Por ello, Stokes et al. (2013) consideran que se debe distinguir
entre las estrategias distributivas en función de si esta forma parte del programa político de los gobiernos. En
una distribución programática, las reglas de la distribución deben estar formalizadas y ser públicas, mientras
que en una distribución no programática los criterios no son públicos. Asimismo, existe evidencia de que
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los factores políticos y el marco institucional desempeñan un papel relevante en la asignación de recursos
(Kroth, 2014), ya que condicionan las opciones políticas del gobernante. De acuerdo a Alt y Rose (2006), dos
condiciones son importantes: la primera se reere a los incentivos que tienen los políticos para mantenerse
en el cargo, mientras que la segunda condición está asociada a la capacidad de los políticos gobernantes para
manipular los instrumentos scales.

Existen varias formas con las que los políticos pueden tratar de inuir en el comportamiento de los
electores. Una de ellas es manipulando las variables scales a lo largo de la legislatura, lo que se conoce
como ciclos presupuestarios políticos (Political Budget Cycles, PBC en ingles). El supuesto principal parte
de considerar que el electorado es miope y que evaluará al gobierno considerando sus acciones más recientes
(Alesina, 1989). Como resultado, los gobernantes tienen incentivos para incidir sobre los instrumentos
scales conforme se aproxima la contienda. El análisis de los ciclos se ha trasladado más recientemente al
nivel municipal. Corvalán et al. (2018) consideran que las uctuaciones en las transferencias a los municipios
pueden ser una forma indirecta que tiene el gobierno para reforzar su posición: incrementando los recursos de
los alcaldes alineados, pueden recabar su apoyo para movilizar al electorado en la próxima elección nacional.
Por su parte, Drazen y Eslava (2010) esgrimen que determinados gastos se pueden dirigir de manera más ecaz
y, por tanto, los votantes pueden recompensar más claramente al responsable de los mismos. En efecto, los
servicios locales son muy visibles, mientras que la evaluación de bienes públicos nacionales (defensa, sanidad,
el sistema legal) se vuelve más confusa (Veiga y Veiga, 2007).

Uno de los criterios para incrementar las posibilidades de éxito en las urnas es distribuyendo
geográcamente los recursos hacia aquellas áreas que reportan un retorno mayor. Esto incluye, tanto las
transferencias desde el gobierno central hacia el municipal, como bienes dirigidos a grupos especícos de
población (por ejemplo, empleos) o territorios (por ejemplo, equipamiento). En efecto, varios trabajos han
mostrado que las transferencias pueden estar sujetas a discrecionalidad (Brollo y Nannicini, 2012). Una de
las cuestiones más importantes es determinar qué estrategia proporciona mayor ventaja, concentrarse en los
bastiones (core voters) (Cox y McCubbins, 1986) o dirigirse hacia el electorado indeciso (swing voters) (Dixit y
Londregan, 1996). El primer enfoque sostiene que los políticos transeren recursos hacia su electorado fuerte,
siguiendo una estrategia de aversión al riesgo. Por su parte, el segundo enfoque argumenta que los políticos
distribuyen recursos tanto hacia el electorado tradicional como hacia el indeciso, con el objetivo de mantener
y ampliar su base de apoyo. La diferencia entre ambos modelos se sustenta en la exibilidad del electorado para
cambiar sus preferencias, en la competencia y en la disponibilidad a cambiar su voto (Livert y Gainza, 2018).

Mencionado por Biderbost et al. (2020), los episodios en los que tienen lugar las emergencias y catástrofes,
constituyen el caldo de cultivo ideal para hechos de clientelismo y utilización de recursos públicos para
intereses particulares. Es así como los desastres suelen combinar una serie de circunstancias letales en la
producción de corrupción (Alexander, 2017; Bang, 2013; Klitgaard, 2009; Yamamura, 2014). En primer
lugar, estos momentos activan un ujo extraordinario de recursos públicos para atender las diferentes
contingencias. Por otra parte, los niveles de ansiedad y desesperación ciudadana por lo ocurrido pueden
conducir a que se usen vías para-legales para la consecución de prestaciones o servicios públicos. Así mismo,
los controles institucionalizados suelen desactivarse ante emergencias de esta naturaleza, para favorecer la
llegada de ayudas a la población necesitada. De esta manera, la sociedad civil organizada y los medios de
comunicación, por la gravedad de lo acaecido, podrían aparcar temporalmente sus denuncias de abusos en el
uso y consumo de bienes públicos en pro de concentrarse en la activación de mecanismos de solidaridad.

En particular, la desactivación de controles institucionalizados por la situación de emergencia, provoca
que exista un riesgo claro de desvío de fondos destinados a amortiguar los efectos de los desastres
naturales. El clientelismo, entonces, ligado a prácticas históricamente desarrolladas por partidos políticos
institucionalizados, busca estimular en el contexto de la emergencia, mediante la entrega/distribución de
bienes y/o servicios, el apoyo electoral de los ciudadanos. La existencia de este patrón puede derivar en
la existencia de círculos viciosos en los que ciudadanos, que habitan territorios en los que el riesgo de
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padecer desastres ambientales (inundaciones, sequías, tornados, sismos, etc.) es alto, pueden asociar la mejora
temporal de su bienestar personal y comunitario a la provisión de recursos (siempre reactiva) desde el poder
político-partidario (Biderbost et al., 2020).

Sesgo político y transferencias en Chile

El debate sobre la descentralización, entendido como el proceso a través del cual se fortalecen las competencias
y recursos de los gobiernos municipales y regionales, lleva largo tiempo en Chile. Y si bien ha habido avances
signicativos en el ámbito institucional, Chile sigue siendo uno de los países más centralizados del continente
y el menos descentralizado de la OCDE (OCDE, 2014a). Discutido largamente en la literatura, existiría
además una relación directa entre los procesos de descentralización y desigualdad territorial. Giraudy y Pribble
(2020), por ejemplo, evidencian cómo el tipo de coalición descentralizadora, que impulsa la descentralización
(de arriba hacia abajo versus de abajo hacia arriba) y la existencia o posterior adopción de mecanismos de
coordinación de la gestión scalizadora, desempeñaron un papel clave en la generación de una gran reducción
de la desigualdad territorial en Brasil, una disminución más moderada en México y una baja disminución en
Argentina.

Un índice que ubica al país en esa posición evidencia una relación con la participación de los gobiernos
subnacionales en el gasto público. Datos recientes sostienen que el 18,7 % del gasto estatal se ejecuta a través
de municipios y que solo un 7 % de ellos corresponde a gastos solventados con ingresos propios permanentes
y transferencias no condicionadas, provenientes del Fondo Común Municipal (OCDE, 2017). De acuerdo
con Pribble (2015), la construcción de instituciones locales más ecaces requiere recursos económicos. En
este sentido, dado que los principales mecanismos de generación de ingresos a nivel municipal en Chile
son impuestos a la propiedad (establecidos y cobrados por el gobierno central), tarifas por vehículo y otros
permisos (generalmente para actividades comerciales) y tarifas de usuario por servicios como la recolección
de residuos, es probable que los municipios más ricos del país exhiben resultados institucionales y de servicios
más efectivos que las localidades pobres. Sobre este asunto hay acuerdo en los análisis y propuestas. Pero
también hay consenso sobre la necesidad de que esos recursos se transeran de manera tal que garanticen la
transparencia y la equidad. Un desafío de la política pública de descentralización es poner a disposición de
los municipios más recursos.

En el caso especíco de Chile, el sistema de transferencias tiene dos grandes componentes:

1. Transferencias que se generan a través del Fondo Común Municipal (FCM) y que está compuesto
por recursos proporcionados por los municipios (hay cuatro que aportan más en algunos de sus
ítems) más un aporte del presupuesto nacional.

2. Transferencias para la salud primaria y la educación municipalizadas. En ambos casos, se trata
de recursos condicionados calculados con base en un per cápita de usuarios del sistema público
de salud registrados en el territorio comunal, o estudiantes matriculados en establecimientos
municipales.

En general, no existen cuestionamientos sobre la transparencia con que se distribuyen los recursos del
FCM para la salud primara y educación municipalizadas, aunque se han levantado diversas propuestas sobre
reformas que apunten a mejorar el cumplimiento de los propósitos de dicha herramienta (OCDE, 2017).

No obstante, existen voces que levantan alertas sobre los recursos que administra el gobierno central con
carácter discrecional o en el marco de reglas difusas.

En el año 2015, el informe del Consejo Anticorrupción alertaba sobre los riesgos de tal situación:

los municipios son muy diversos tanto en recursos como en su capacidad de gestión. Asimismo, existen márgenes relevantes
de discrecionalidad de la autoridad política quien a la vez maneja una gran cantidad de recursos públicos asociados a sus
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múltiples y diversas funciones. Esta situación los expone a riesgos de corrupción. (Consejo Asesor Presidencial contra los
Conictos de Interés, Tráco de Inuencias y la Corrupción, 2015, p 3)

Así mismo, la publicación Un Mejor Estado para Chile concluye que el avance en el proceso
de descentralización “debe ser acompañado de mayor transparencia y menor discrecionalidad en las
transferencias de recursos desde el gobierno central, para fortalecer la responsabilidad scal y tender a que
las autoridades locales asuman una mayor responsabilidad política y económica” (Gobierno de Chile, 2009,
p. 169).

Las críticas apuntan a recursos que están en manos de la SUBDERE para su asignación discrecional a
los municipios o recursos que se transeren en función de proyectos especícos, espacio en el cual cobran
relevancia algunos programas como el Programa de Mejoramiento Urbano (PMU) o el Programa de
Mejoramiento de Barrios (PMB)1. Se trata de recursos que se han incrementado permanentemente durante
los últimos años, independientemente del gobierno de turno y que aumentan por encima del promedio en
los años que hay elecciones municipales (Corvalán et al., 2018).

No todos los recursos que este organismo transere a los gobiernos subnacionales son discrecionales, como
es el caso del Fondo de Incentivo al Mejoramiento de la Gestión Municipal. Más difuso es el caso de los
recursos del PMU y el PMB:

no existen parámetros que denan la designación de recursos a distintos municipios para el Programa de Mejoramiento
de Barrios (PMU), ni para el Programa de Mejoramiento Urbano (PMB). El PMU permite inversión en infraestructura
menor urbana y equipamiento comunal, que se expresa en proyectos como canchas deportivas, pavimentación, alumbrado
público, áreas verdes, equipamiento comunitario, entre otras; se trata de proyectos de menor alcance, por un monto máximo
de $50.000.000. Por su parte, el PMB está establecido en la Ley N° 18.13821, y tiene como objeto la realización de obras
sanitarias con el n de reducir el décit en cobertura del suministro de agua potable y disposición segura de aguas servidas en
las áreas rurales a lo largo y ancho del territorio. Suelen ser obras de envergadura mayor a los del PMU, e involucran plazos más
extensos. La forma en que se localizan estos recursos es presentando los proyectos ante Subdere, quien decide su asignación.
Operan bajo la fórmula de transferencias de capital (a otras identidades públicas) en el presupuesto de Subdere, y desde allí
son recibidos por los municipios como parte de su presupuesto propio para inversión, por lo que sí se trata propiamente de
asignaciones, y cuya distribución es potencialmente discrecional desde el nivel central a los distintos municipios. (Hernández,
2020, p. 13)

Si bien se trata de montos relativamente bajos, si se lo contrasta con el volumen del presupuesto nacional
o de algún ministerio, son recursos que tienen un impacto relevante en el presupuesto municipal. Como
sostiene Llodrá:

en el año 2009 las inversiones nanciadas por la Subdere representaban en promedio un 7,7% de los ingresos de las
municipalidades. Si consideramos que por ejemplo el monto máximo del PMU es de $50 millones, un solo proyecto por ese
monto corresponde al 2% de los ingresos promedio del 50% de las municipalidades y más del 2,5% del ingreso promedio del
33% de las municipalidades más pequeñas. Además, la inversión municipal promedio es de $600 millones, por lo que sólo
un proyecto nanciado por la Subdere puede ser alrededor del 5% de la inversión municipal. (Llodrá, 2012, p. 16)

Por su parte, Núñez (2007, citado en Acuña et al., 2017), al estudiar el efecto que tiene el gasto municipal
en el porcentaje de votación que obtienen un alcalde que va a la reelección:

encuentra que entre un 3% y 10% de los alcaldes que fueron reelegidos, habría perdido las elecciones si no hubiera aumentado
el gasto por habitante en el año de elecciones. Por lo tanto, como el gasto comunal depende en cierta medida de las
transferencias del gobierno central, se puede armar que algunos alcaldes (o alianza política) que fueron reelegidos, no
habrían ganado si el gobierno central les hubiera transferido menos recursos. (Núñez, 2007, citado en Acuña y otros, 2017,
p. 46).

Acuña et al. (2017) también analizan la importancia que tienen las transferencias discrecionales en el total
de transferencias que reciben los municipios en Chile y observan que, entre 2001 y 2014, estas transferencias
han aumentado desde un 13 % (2001) a un 37 % (2014). Adicionalmente, agregan que “la proporción ha ido
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cobrando más importancia en el presupuesto municipal, aumentando desde un 9% en el año 2001, a un 28%
en el año 2014” (Acuña et al., 2017, 67).

Del análisis de la literatura especíca del caso chileno se puede concluir que los fondos del gobierno central,
que son transferidos discrecionalmente a los municipios, tienen una lógica de fortalecer las opciones del
alcalde que va a la reelección para que este sea reelegido. No obstante, es importante señalar que esa misma
evidencia no es del todo concluyente para todos los recursos que pueden ser considerados como discrecionales.
Para quitar relevancia al asunto, se puede argumentar que los montos de las transferencias discrecionales
son bajos en el contexto del presupuesto nacional. Pero no es así en el presupuesto de la mayoría de las
municipalidades.

Adicionalmente, esos recursos tienen un impacto importante en el resultado electoral. Cuevas:

encuentra que en las elecciones municipales de 2004 y 2008 la Concertación tuvo entre un 37% y un 42% de mayor
probabilidad de ganar las elecciones en las comunas donde era incumbente. La principal razón que entrega el autor es que en
las comunas donde el margen de votaciones era más estrecho, el gobierno central transrió una mayor cantidad de fondos a
las municipalidades donde gobernaba su coalición. (Cuevas, 2012, citado en Acuña et al., 2017, p. 46).

Los resultados de una investigación más reciente de Corvalán et al. (2018) apuntan en la misma dirección.
Es claro que un régimen centralista como el de Chile se exprese, entre otros factores, en el manejo

discrecional de los presupuestos de transferencias de los organismos del poder ejecutivo nacional. Si bien es
cierto que esto no se aplica a la manera en que se distribuye el Fondo Común Municipal, que funciona con
base en fórmula y es la columna vertebral del sistema de nanciamiento de los municipios, sï es una dinámica
observable en otros fondos que tienen criterios frágiles, como los programas ya mencionados o en los recursos
de la SUBDERE.

En el contexto de la crisis sanitaria que comenzó en marzo de 2020, el gobierno central ha tomado un
conjunto de decisiones entre cuyos propósitos se encuentra contribuir con los gobiernos municipales para
que cuenten con mayor cantidad de recursos que, por un lado, les permita cubrir la merma de recursos scales
generada por la crisis económica y, por otro lado, asumir nuevas responsabilidades y tareas emergentes en el
contexto de crisis. Los recursos presupuestados por el gobierno central para ir en ayuda de los municipios en
el contexto de pandemia, han conservado el mismo sesgo político observado antes de la crisis sanitaria.

Respuestas gubernamentales y resiliencia financiera de los gobiernos locales

La pandemia de COVID-19 ha demostrado ser la peor crisis humanitaria que el mundo ha enfrentado desde
la Segunda Guerra Mundial y la crisis económica derivada de la Gran Depresión de 1930 (Gopinath, 2020).
Con una década de austeridad, incluso países desarrollados como Australia (Andrew et al., 2020) y Reino
Unido (Ahrens y Ferry, 2020; Heald y Hodges, 2020) parecen no haber estado completamente preparados
para manejar las consecuencias sanitarias y socioeconómicas de la pandemia. De esta manera, la pandemia ha
puesto a prueba la capacidad de reacción de todos los gobiernos frente a la emergencia y en todos los niveles,
con especial relevancia en las capacidades y decisiones de los gobiernos locales (Bloeld et al., 2020). Los
gobiernos locales se han ido convirtiendo en expertos en la gestión de desastres naturales relacionados con
el clima, los huracanes, inundaciones y terremotos, eventos que se vuelven más frecuentes y que suponen la
articulación de una red de respuesta y esfuerzos de recuperación intergubernamental. A partir de esta crisis
sanitaria mundial, sin embargo, los gobiernos locales se han visto afectados por una catástrofe que se diferencia
del marco de desastres naturales. En el caso de una catástrofe derivada de una emergencia natural, el evento
ocurre y termina, los socorristas se involucran, se evalúan los daños y luego se avanza hacia una planicación de
la recuperación. Si bien estos tipos de desastres pueden ocurrir en una amplia franja del territorio –cubriendo
múltiples jurisdicciones–, los sitios dañados son visibles y, una vez concluido el evento, podemos identicar
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fronteras temporales de recuperación, dimensionando efectos y evaluando respuestas apropiadas (Dzigbede
et al., 2020).

Un reciente estudio de Bonaccorsi et al. (2020) para el contexto europeo, analiza datos de movilidad
masiva antes y después de las cuarentenas, medida introducida para abordar la pandemia de COVID-19.
Explorando cómo las variaciones en la movilidad se relacionan con variables económicas fundamentales,
demuestra que la reducción en conectividad tiende a ser más fuerte para los municipios con bajo ingreso
individual promedio y alta desigualdad de ingresos. Al mismo tiempo, dicho estudio entrega evidencia en
cuanto a que las restricciones de movilidad tienen un mayor impacto en municipios con mayor capacidad
scal. Lo anterior pone en discusión, entonces, la capacidad de reacción de los gobiernos locales ante crisis y
emergencias de gran envergadura como las recientemente experimentadas, así como el tipo de respuesta desde
el nivel central y sus criterios de distribución, de manera tal que se apoye diferenciadamente a los municipios.

Por otra parte, y para el contexto chileno, Livert et al. (2021) estudian el efecto de la decisión política
de implementar cuarentenas totales en los ingresos municipales, enfatizando el impacto heterogéneo que
tuvo a nivel territorial y socioeconómico. Los resultados de dicha investigación evidencian que todos los
municipios chilenos se vieron afectados por la pandemia. Sin embargo, el impacto de la política a nivel
territorial fue mayor en municipios metropolitanos, donde a nivel socioeconómico, las comunas con mayor
pobreza tuvieron menor crecimiento. A partir de estos resultados, se sugieren medidas de política pública
asociadas a la gestión nanciera de emergencias, cambios en la institucionalidad local y en las relaciones
intergubernamentales (Livert et al., 2021).

Investigaciones anteriores muestran la naturaleza multifacética del concepto de resiliencia, donde el
término se ha utilizado para estudiar cómo un sistema responde a shocks externos, disturbios y perturbaciones,
y cómo se recupera de las crisis y se adapta a las nuevas circunstancias (Barbera et al., 2020; Linnenluecke,
2017). Más allá de las respuestas reactivas a las crisis y emergencias, la perspectiva de la resiliencia también
investiga medidas proactivas, como son la conciencia de riesgos, previsión de riesgos potenciales y gestión de
vulnerabilidades claves (Boin y Lodge, 2016; Cienfuegos, 2019; Steccolini et al., 2017). Estudios en el ámbito
de las nanzas públicas han comenzado a utilizar la noción de resiliencia, principalmente para subrayar los
diferentes aspectos de la austeridad de los gobiernos y la gestión de recortes presupuestarios (Cepiku et al.,
2015).

La aplicación de la perspectiva de la resiliencia ha permitido a este tipo de investigaciones no solo analizar
los procesos subyacentes a las respuestas gubernamentales como efecto de las crisis –por ejemplo, respuestas
orientadas a la “recuperación” o al de “rebotar hacia adelante” (Ahrens y Ferry, 2020)–, sino también para
demostrar la interacción de factores externos e internos y su implicación para hacer frente a los shocks
nancieros y manejo de las vulnerabilidades (Barbera et al., 2017, 2020). Por ejemplo, Barbera et al. (2017)
han estudiado el concepto de “resiliencia” nanciera para explorar la capacidad de los gobiernos de anticipar,
absorber y reaccionar ante perturbaciones y crisis en el contexto de los gobiernos locales de Austria, Italia e
Inglaterra. Dicho estudio sostiene que una conciencia limitada de capacidades y prácticas de anticipación y
afrontamiento son esenciales para anticipar, absorber y reaccionar ante los shocks externos, lo cual socava la
capacidad de recuperación nanciera de los gobiernos locales.

En el caso especíco de Chile, los municipios son actores fundamentales en la gestión de riesgos y
emergencias. Así ha quedado establecido en los principales cuerpos normativos que regulan esta materia a
nivel nacional, provincial y local (Martínez et al., 2017). Por otra parte, existe un compromiso formal del
Estado de Chile para cumplir los Marcos de Acción de Hyogo y Sendai, que buscan, entre otros, velar porque
la reducción del desastre sea con base en la construcción de la resiliencia de los territorios, las instituciones y
los medios de vida de las personas, y que esto sea prioridad nacional y local con una sólida base institucional,
fortaleciendo la gobernanza del riesgo (Moris y Ortega, 2013; Villagra y Rojas, 2013). Sin embargo, en los
gobiernos locales no existiría suciente capacidad para gestionar el riesgo, fundamentalmente porque no
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se reconocería a nivel municipal el rol transversal que desempeñan en la gestión del riesgo en el territorio
(Martínez et al., 2017; PNUD, 2012; Villagra y Rojas, 2013).

En este contexto, existiría evidencia en cuanto a que los planes de emergencia municipal sesgarían
su quehacer en riesgos especícos (temáticas vinculadas a movimientos sísmicos o inundaciones), no
considerando una mirada multi-riesgo que involucre la construcción de la resiliencia local, dejando así de lado
los riesgos derivados del cambio climático o biológicos (Martínez et al., 2017; Moris y Ortega, 2013; OCDE,
2014b; PNUD, 2012; Villagra y Rojas, 2013). Por otro lado, el contenido de los Planes de Emergencia
Municipal es generalmente conocido solo por sus autores y por los departamentos de Emergencia Municipal,
aislando el concepto de emergencia a unos pocos individuos y limitando así una visión transversal para la
reducción del riesgo ante desastres y la construcción de la resiliencia como cultura de planicación local
(Martínez et al., 2017; Villagra y Rojas, 2013).

Son escasos, sin embargo, los trabajos anteriores en nanzas gubernamentales y resiliencia en contextos
de economías emergentes, a excepción del trabajo de De Aquino y Cardoso (2017) sobre Brasil y el trabajo
de Klimanov et al. (2020) sobre Rusia. El primero investiga patrones de resiliencia de cuatro municipios
brasileños en una caída inesperada de ingresos, mientras que este último examina la capacidad de recuperación
de gobiernos regionales en Rusia frente a la pandemia de COVID-19.

Por otra parte, la pandemia proporciona un contexto interesante para explorar cómo los gobiernos
nacionales han reaccionado a las emergencias nancieras resultantes de la inesperada crisis, y qué estrategias
de resiliencia nanciera se han adoptado para restaurar la economía y apoyar la provisión de servicios claves
en los gobiernos locales. Por ejemplo, para el contexto de los gobiernos locales del Reino Unido, Ahrens y
Ferry (2020) argumentan que el apoyo inadecuado del gobierno central después de la crisis del COVID-19
podría haber debilitado aún más la capacidad de recuperación nanciera de las autoridades locales, afectando
aún más el crecimiento económico y la respuesta social de todo el país. Otro ejemplo es el dado por Rocco et
al. (2020) en Estados Unidos, donde el gobierno federal se apoyó en gran medida en políticas discrecionales
como medio de respuesta a la crisis.

En el caso de Estados Unidos, el congreso habría aprobado cuatro importantes leyes de emergencia con
distintos niveles de inversión intergubernamental. La acción del congreso sobre este tipo de políticas depende
en gran parte de la inuencia del cabildeo intergubernamental (Jensen, 2018). Las ciudades y los estados,
especialmente aquellos que experimentan restricciones scales, tienen un fuerte incentivo para presionar al
congreso (Dove, 2019). Según Vogel et al. (2020), la Ley de Ayuda, Alivio y Seguridad Económica para el
Coronavirus en Estados Unidos, paquete de ayuda de 2,2 billones de dólares aprobado por el congreso y
rmado por el presidente Trump a nes de marzo de 2020, se convirtió en el segundo proyecto de ley más
cabildeado en la historia de Estados Unidos (Evers‐Hillstrom, 2020). Teniendo en cuenta esto, en la medida
de lo posible, al momento de asignar transferencias a los niveles inferiores, el gobierno central o regional
debe evitar el uso de criterios discrecionales (Pineda et al., 2018). De lo contrario, ello puede conducir a
prácticas oportunistas por parte del gobierno central (Letelier y Neyra, 2013). Si bien no cualquier regla
es necesariamente superior al criterio discrecional, la ausencia de reglas puede distorsionar severamente el
espíritu de las transferencias.

Metodología

Para estimar el sesgo electoral en la distribución de recursos del nivel central a las municipales durante los
meses de marzo a septiembre del 2020, se analiza la distribución de las transferencias corrientes, ya que es
un recurso de libre disposición con alto grado de discrecionalidad. El periodo seleccionado obedece a la
primera ola de contagio, periodo en el cual no existía una vacuna contra el COVID-19 y las medidas para
reducir la expansión del virus eran cuarentenas, restricciones a la movilidad de las personas, cierre de espacios
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públicos, de lugares de trabajo, escuela, etc. (Burlina y Rodríguez-Pose, 2020). Por otro lado, analizar la
distribución de ayudas desde el nivel central a los municipios durante la pandemia permite evaluar el proceso
de descentralización y la política de transferencia vertical en un país altamente centralizado. En la actualidad,
Chile es uno de los países menos descentralizados de la OCDE y del continente (Letelier y Sáez Lozano,
2020). Desde la perspectiva electoral, Chile resulta un caso de interés, ya que durante el último trimestre
de 2019 hubo manifestaciones masivas que dieron origen a un referéndum para cambiar la constitución y
posteriormente, debido a la pandemia, se tuvieron que postergar una serie de elecciones2. El criterio con que se
distribuyen las transferencias intergubernamentales durante la gestión de la emergencia debiera ser exógeno a
la decisión local, ya que el criterio que debiese primar en la asignación presupuestaria debería estar vinculado a
mitigar las consecuencias del desastre, es decir, los efectos no deseados de la emergencia sanitaria. Asimismo, la
capacidad de resiliencia local frente a desastres naturales debería estar asociada a las capacidades y habilidades
de los territorios, y no necesariamente a la inuencia electoral del nivel local.

Para determinar la relación entre la distribución de ayudas desde el nivel central al nivel local, se emplea el
análisis de datos de panel y efectos jos combinados para las 345 comunas del país y para los meses de marzo
a septiembre. El efecto jo sobre las comunas permite controlar aquellos factores especícos de las comunas
que son jos sobre el tiempo, mientras que el efecto jo sobre los meses permite controlar aquellos factores
que varían sobre el tiempo, pero que son comunes a todas las comunas (tabla 1).

TABLA 1.
Resumen de estadísticas.

Nota: pc = per cápita
Fuente. Elaboración propia.

En cada uno de los modelos la variable dependiente es el logaritmo de las transferencias corrientes a nivel
per cápita, que es una transferencia vertical y discrecional, es decir que va desde el Ministerio del Interior y
Seguridad Pública hacia las comunas sin condición o fórmula de asignación, con lo cual no existen criterios
objetivos. Adicionalmente, es importante señalar que este ministerio es la principal entidad gubernamental
en la gestión de emergencias (Valdivieso y Anderson, 2017). Mientras que las variables independientes se
dividen en tres dimensiones, también están las variables políticas como partido político del presidente y
margen de victoria municipal. La primera es una variable binaria que es 1 cuando el alcalde es del mismo
partido que el Presidente de la República y 0 en caso contrario3. Por su parte, la segunda variable política
corresponde a la diferencia porcentual de votos entre el alcalde electo y el segundo candidato en obtener
mayor número de votos en la última elección municipal (año 2016). Esta variable ha sido utilizada en trabajos
similares, tanto para Chile como para América Latina (Livert y Gainza, 2018, 2021), margen de victoria que
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permite comprender el grado de competencia electoral en el territorio, por ejemplo, una relación positiva
entre mayores transferencias y mayor margen de victoria indica que las asignaciones benecian a los bastiones
electorales (core voters).

Una segunda dimensión son las variables asociadas a la pandemia, tales como número de días que estuvo
el municipio bajo cuarentena, porcentaje de población que en el municipio está por debajo de la línea de
la pobreza y la variable densidad, que es población dividida por supercie del municipio. La primera es una
variable proxy del contexto sanitario local, ya que, a medida que aumentaban los contagios a nivel local,
la autoridad sanitaria decretaba cuarentena. Especícamente, para determinar cuarentena o lockdown, el
Ministerio de Salud consideraba el número de casos activos (capaces de transmitir la infección), el aumento
de la incidencia de casos activos por kilómetro cuadrado y la capacidad asistencial de la red integrada
COVID-19 (Resolución 591 exenta, de 23 de julio de 2020). Mientras que la pobreza está asociada al
contexto socioeconómico local, elemento esencial para comprender la ecacia de las políticas sanitarias
(Bennett, 2021), por su parte, la variable densidad es un buen proxy de la forma y estructura del territorio
(OCDE, 2013, 2014a) y está asociada a la expansión del virus en el territorio (OCDE, 2020), permitiendo
distinguir entre áreas metropolitanas (centro o periferia), urbanas o predominantemente rurales.

Finalmente, se incorporaron en los modelos variables de control asociadas al nanciamiento municipal
como aportes del Fondo Común Municipal (FCM), Aportes de Capital e Ingreso Autónomos de los
municipios. El primero indica el nivel de vulnerabilidad de los municipios, ya que es una transferencia
horizontal con base en fórmula que está relacionada con la vulnerabilidad local, por lo que a mayor
dependencia del FCM mayor es la vulnerabilidad del municipio. La segunda variable corresponde a
transferencias para el desarrollo de proyectos, principalmente en el área de infraestructura y equipamiento.
Para obtener dicha transferencia el proyecto debe ser evaluado técnicamente por el Sistema Nacional de
Inversión. En tercer lugar, están los ingresos autónomos, los cuales corresponden en un 70 % a ingresos
provenientes de impuesto territorial, a las actividades económicas y permisos de circulación de automóviles,
con lo cual esta variable permite capturar la riqueza de los municipios.

Teniendo en cuenta estas variables, se denieron los siguientes modelos econométricos.

(1)

(2)

Donde trans per capitrepresenta las transferencias corrientes en la comuna i y en el mes t, mientras que
Xit, Zit ,Wit son los vectores que reúnen, respectivamente, las variables relacionadas con los factores políticos,
condiciones de la crisis sanitaria y de nanciamiento. Para efectos analíticos, se estimaron dos modelos
econométricos, 1) uno que tenía en cuenta únicamente las principales variables asociadas a la pandemia y de
nanciamiento; 2) y el otro modelo considera todas las dimensiones (políticas, pandemia y nanciamiento)
y la interacción entre margen de victoria y partido del presidente. Los modelos adoptaron una estimación
robusta de heteroscedasticidad y autocorrelación con efectos jos en tiempo (mes) y entidad (municipio).
Los errores estándar robustos se estimaron agrupándolos a nivel de municipio para controlar la correlación
serial y espacial.

El modelo 1 tiene por nalidad identicar si existen variables asociadas a la pandemia, como días de
cuarentena (lockdown), pobreza o densidad relacionada a la distribución de las transferencias. Por su parte, el
modelo 2 busca dilucidar si hubo sesgo partidista en la asignación de recursos en un contexto de emergencia.
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Resultados

La Tabla 2 muestra la relación entre la distribución de transferencias y las variables asociadas a la pandemia
y de nanciamiento. De acuerdo con nuestras estimaciones, los municipios recibieron más transferencias
cuanto menor número de días estuvieron bajo cuarentena (lockdown). Asimismo, se identica una relación
regresiva en la distribución de transferencias, ya que municipios con menor porcentaje de población pobre
concentraron mayores transferencias, mientras que la variable densidad indica que a mayor densidad mayores
fueron las transferencias.

TABLA 2.
Incidencia de cuarentena en municipios, periodo marzo-septiembre de 2020.

Nota: (1) término a nivel per cápita y logaritmo. Errores estándar robustos en paréntesis. 
*Signicancia a nivel de 10 %. ** Signicancia a nivel de 5 %. *** Signicancia a nivel de 1 %.

Fuente. Elaboración propia.

Como se ha señalado más arriba, los resultados del modelo 1 permiten identicar el efecto agregado de 
la política sanitaria en la distribución de recursos desde el nivel central, especícamente, los resultados nos 
indican que mayores transferencias se asignaron a los municipios que tuvieron menos días de cuarentena. 
En esta misma línea, la Figura 1 permite identicar qué municipios con mayores niveles de pobreza 
recibieron menos transferencias. De igual forma, la Figura 2 muestra qué municipios con mayor nivel de 
dependencia del Fondo Común Municipal (FCM) recibieron menos ayudas durante la primera ola de la 
pandemia. En denitiva, podemos señalar que las ayudas distribuidas desde el nivel central a los gobiernos 
locales no estuvo alineada con la política sanitaria y fue regresiva.

El modelo 2 busca determinar si hubo un sesgo partidista en la distribución de recursos y si este 
sesgo tuvo algún componente estratégico. Para identicar este fenómeno, se generó una variable 
binaria (presidente) que es 1 cuando el alcalde es del mismo partido del presidente y 0 en 
otros casos. Adicionalmente, se agregó la variable margen de victoria (mv_mun) para ver si las 
transferencias son mayores en municipios con alta o baja competencia electoral. Finalmente, se genera 
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una interacción entre las variables margen de victoria y presidente (presidente x mv_mun), con el n de 
identicar si las transferencias varían conforme aumenta el porcentaje de votos con que logró el alcalde del 
partido de gobierno.

FIGURA 1.
Relación: transferencia y pobreza.

Fuente. Elaboración propia sobre la base de información de la Contraloría General de la República.

FIGURA 2.
Relación: transferencia y FCM.

Fuente. Elaboración propia sobre la base de información de la Contraloría General de la República.
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A partir de estas variables políticas, es posible establecer que alcaldes que pertenecen al mismo partido
político que el presidente reciben en promedio un 61 % más de transferencias que alcaldes que no son del
partido del presidente. Adicionalmente, se identica que alcaldes que ganaron por un margen de victoria
estrecho recibieron mayores transferencias corrientes que aquellos municipios donde la elección de alcalde
era menos competitiva. Sin embargo, cuando el alcalde es del partido del presidente, el municipio concentra
más transferencias en la medida en que mayor fue la ventaja electoral en la última elección municipal. En
otras palabras, se identica que existe sesgo partidista en la distribución de recursos durante la pandemia y
que dicha distribución tiene un componente estratégico, porque el porcentaje de votos con que se ganó en la
última elección está correlacionado con los montos obtenidos, tanto para alcaldes del partido del presidente
como para alcaldes que no son de dicho partido (tabla 3).

TABLA 3.
Sesgo partidista y transferencias intergubentamentales.

Nota: (1) termino a nivel per cápita y logaritmo. Errores estándar robustos en paréntesis. 
*Signicancia a nivel de 10 %. ** Signicancia a nivel de 5 %, *** Signicancia a nivel de 1 %.

Fuente. Elaboración propia.

Implicancias políticas

El foco de este trabajo está en el análisis del sesgo político en la distribución de los recursos transferidos desde 
el gobierno central a los distintos gobiernos locales. La literatura sostiene que esas transferencias se realizan 
con el objetivo de mejorar las opciones en la siguiente elección de candidaturas anes al partido o coalición
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gobernante o de reelección del incumbente. En Chile, el principal mecanismo de nanciamiento municipal
es el Fondo Común Municipal que funciona con base en fórmula y no se distribuye con sesgo político, más
allá de las críticas sobre los criterios de la formula con los cuales se asignan esos recursos (Pérez, 2016). El
problema del sesgo es observable en los fondos discrecionales que gestiona la SUBDERE que, si bien están
normados, no denen con claridad los criterios de asignación.

Un aspecto relevante en el análisis del sesgo político en la distribución de recursos, en el contexto de la crisis
sanitaria, es relación con las decisiones y criterios con que se han distribuido los recursos extraordinarios. La
evidencia muestra que aquellos casos en los que el manejo y asignación de recursos extraordinarios se realiza en
función de la identicación de necesidades objetivas derivadas de la crisis sanitaria, esos recursos contribuyen
a mejorar no solo las capacidades locales frente a la crisis, sino también las posibilidades de recuperación post-
crisis.

En Chile, en el contexto de la pandemia, el comportamiento de las transferencias corrientes ha tenido la
misma lógica, favoreciendo a las autoridades municipales anes con la coalición o partido del presidente de
la República en un doble sentido: a) más recursos cuando la elección en la que el alcalde elegido fue más
competitiva; b) más recursos si el alcalde es del mismo partido del presidente y mientras mayor fue la ventaja
electoral en la última elección municipal.

Con todo, la evidencia internacional revisada indica niveles de discrecionalidad incluso en países
desarrollados al momento de asignar transferencias a los niveles inferiores en el contexto de esta crisis sanitaria
(Ahrens y Ferry 2020; Rocco et al., 2020; Vogel et al., 2020). En ese mismo sentido, y en lo que concierne
a las transferencias corrientes, la literatura internacional indica que es preferible utilizar fórmulas basadas en
indicadores estadísticos claramente relacionados con los objetivos de las transferencias (Pineda et al., 2018).

Un buen diseño de las transferencias entre niveles de gobierno debe cuidarse de no generar incentivos
perversos en el comportamiento de las jurisdicciones beneciarias, así como debe tener un mecanismo de
asignación que sea funcional a los objetivos. Por ejemplo, en las fórmulas para transferencias de igualación
es necesario identicar indicadores de las necesidades relativas de gasto (distribución de la población por
edad, características geográcas, etc.) y de las diferencias de costos en la provisión de servicios subnacionales
(Ahmad y Searle, 2006; Litvack et al., 1998).

Los indicadores no deberían ser susceptibles de ser manipulados ni crear incentivos inapropiados, y
deberían ser fácilmente vericables. Las fórmulas deberían mantenerse por varios años y estar sujetas a revisión
y adaptación en caso de ser necesario, preferiblemente a partir de los análisis técnicos de sus impactos sobre
los objetivos de las transferencias (Sutherland et al., 2006). En general, debe esperarse que los municipios con
mayores necesidades de gasto y/o menor capacidad scal relativa sean beneciarias netas. Al respecto, una
condición de diseño clave radica en que los indicadores de necesidad de gasto y/o de capacidad scal utilizados
sean “exógenos” a los municipios que reciben la transferencia (Ahmad y Searle, 2006).

Los arreglos institucionales destinados a decidir o regular el proceso de igualación territorial requieren ser
aceptados por los gobiernos subnacionales involucrados, a n de que el proceso de reformas sea visto como
equitativo y potencialmente mejor para todos. Al respecto, la experiencia internacional indica que en esta
materia hay diversas prácticas, que abarcan desde la creación de comisiones independientes consagradas en el
propio marco institucional (Australia) hasta procesos alternativos mediante los cuales la decisión de asignar
las transferencias y la implementación de la fórmula respectiva recae en el gobierno central (Schaechter et
al., 2012; Ter-Minassian, 2010; Ahmad y Brosio, 2006; Liu y Waibel 2010). Como sea, tanto la información
como los procedimientos de asignación de transferencias deben ser transparentes y claros para todos, y en
especial para los propios gobiernos subnacionales. Lo anterior implica que el resultado de las decisiones de
asignación debe ser de conocimiento público y de fácil acceso. Dicha información reviste gran importancia
desde una perspectiva de economía política, para generar “competencia” entre municipios y promover la
“convergencia” y una “igualación” efectiva.
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Notas

* Artículo de investigación cientíca
1 Según el propio anuncio de la SUBDERE, los recursos del PMU y PMB sumarán 125 millones de dólares para los planes

de contingencia del 2021 (regularmente, son 90 millones) (SUBDERE, 2020).
2 Plebiscito para cambiar la constitución, elecciones de convencionales constituyentes, elecciones municipales, de

gobernadores y consejeros regionales, elecciones parlamentarias nacionales y elecciones de primarias, primera vuelta y
segunda vuelta presidenciales.

3 El partido del presidente es Renovación Nacional. Militó durante veinte años en el partido de centro derecha Renovación
Nacional, colectividad que llegó a presidir entre los años 2001 y 2004, pero de la cual se desligó antes de asumir la jefatura
del Estado, cumpliendo así con los estatutos del partido.
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